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Esta guía sólo pretende ser una herramienta de ayuda, por 
lo que, ante la más mínima duda, le rogamos se ponga en 
contacto con el Área de Contratación y Patrimonio en el 
teléfono siguiente: 

 

 954 348 930          (Extensión.    68930) 
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Introducción. 

 

El pasado 9 de noviembre de 2017 se ha publicado en el BOE la ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público (en adelante: LCSP), por la que se transponen al ordenamiento jurídico 
español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero 
de 2014, que, como su propio nombre indica, transponen a nuestro ordenamiento dos de las tres directivas 
del denominado tercer paquete de directivas en materia de contratación. El objeto de esta Guía es realizar 
una somera aproximación a esa ley, sus principales novedades y estructura, así como orientar a los 
diferentes usuarios de la Universidad Pablo de Olavide (en adelante: UPO) en el cumplimiento más 
adecuado de aquella y alinear ese cumplimiento con los fines e intereses de la propia UPO. 

La norma busca una mayor transparencia en la contratación pública, conseguir una mejor 
relación calidad-precio y simplificar los trámites, con el fin de mejorar el acceso para las PYMES. 
Además, está orientada hacia un sistema de contratación contenido en el gasto, eficiente y que respete los 
principios de igualdad de trato, transparencia, no discriminación, proporcionalidad e integridad. 

A los efectos de la LCSP, la UPO es una Administración Pública y, por ello, se configura como 
“Poder Adjudicador”, concepto que engloba a cualesquiera entidades, con personalidad jurídica propia, 
que hayan sido creadas específicamente para satisfacer necesidades de interés general que no tengan 
carácter industrial o mercantil, siempre que uno o varios sujetos pertenecientes al sector público financien 
mayoritariamente su actividad, controlen su gestión, o nombren a más de la mitad de los miembros de su 
órgano de administración, dirección o vigilancia. 

Por otra parte, la LCSP se aplica en máximo grado a los contratos celebrados por las 
Administraciones Públicas, únicos entes del sector público cuyos contratos pueden tener carácter 
administrativo y que pueden realizar Contratos Sujetos a Regulación Armonizada (Contratos SARA), es 
decir, contratos a los que se les aplica la Directiva Comunitaria reguladora de los contratos públicos por 
razón de superar determinadas cuantías, estar sujetos a una publicidad reforzada y su convocatoria de 
licitación debe anunciarse en el Diario Oficial de la Unión Europea. 
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Capítulo I: Contratos del Sector Público. 

 
Los contratos del sector público podrán estar sometidos a un régimen jurídico de derecho 

administrativo o de derecho privado. 
 
1.1. Contratos Administrativos. 
Según el art. 25 de la LCSP, tendrán carácter administrativo los contratos siguientes, siempre que se 

celebren por una Administración Pública: 
a) Contratos administrativos típicos: 

• Contrato de obras. 
Tiene por objeto la realización de una obra o la ejecución de alguno de los trabajos enumerados 
en el Anexo I de la LCSP o la realización por cualquier medio de una obra que responda a las 
necesidades especificadas por la UPO. Además de estas prestaciones, el contrato podrá 
comprender, en su caso, la redacción del correspondiente proyecto. 
Por «obra» se entenderá el resultado de un conjunto de trabajos de construcción o de ingeniería 
civil, destinado a cumplir por sí mismo una función económica o técnica, que tenga por objeto 
un bien inmueble. 

• Contrato de concesión de obras. 
Su objeto consiste en la realización por el concesionario de algunas de las prestaciones a que se 
refiere el contrato de obras, incluidas las de restauración y reparación de construcciones 
existentes, así como la conservación y mantenimiento de los elementos construidos, y en el que 
la contraprestación a favor de aquél consiste, o bien únicamente en el derecho a explotar la 
obra, o bien en dicho derecho acompañado del de percibir un precio. 
El derecho de explotación de las obras deberá implicar la transferencia al concesionario de un 
riesgo operacional en la explotación de dichas obras abarcando el riesgo de demanda o el de 
suministro, o ambos. 

• Contrato de concesión de servicios. 
El contrato de concesión de servicios es aquel en cuya virtud uno o varios poderes 
adjudicadores encomiendan a título oneroso a una o varias personas, naturales o jurídicas, la 
gestión de un servicio cuya prestación sea de su titularidad o competencia, y cuya contrapartida 
venga constituida bien por el derecho a explotar los servicios objeto del contrato o bien por 
dicho derecho acompañado del de percibir un precio. 
El derecho de explotación de los servicios implicará la transferencia al concesionario del riesgo 
operacional, en los términos señalados en el apartado del contrato de concesión de obras. 

• Contrato de suministro. 
Tiene por objeto la adquisición, el arrendamiento financiero, o el arrendamiento, con o sin 
opción de compra, de productos o bienes muebles. 

• Contrato de servicios. 
Son contratos de servicios aquellos cuyo objeto son prestaciones de hacer consistentes en el 
desarrollo de una actividad o dirigidas a la obtención de un resultado distinto de una obra o 
suministro, incluyendo aquellos en que el adjudicatario se obligue a ejecutar el servicio de 
forma sucesiva y por precio unitario. 
No podrán ser objeto de estos contratos los servicios que impliquen ejercicio de la autoridad 
inherente a los poderes públicos. 
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b) Contratos administrativos especiales: Son los contratos de objeto distinto a los anteriormente 
expresados, pero que tengan naturaleza administrativa especial por estar vinculados al giro o 
tráfico específico de la Administración contratante o por satisfacer de forma directa o inmediata 
una finalidad pública de la específica competencia de aquélla, siempre que no tengan 
expresamente atribuido el carácter de contratos privados. 

Los contratos administrativos se regirán, en cuanto a su preparación, adjudicación, efectos y 
extinción, por la LCSP y sus disposiciones de desarrollo; supletoriamente se aplicarán las restantes 
normas de derecho administrativo y, en su defecto, las normas de derecho privado. No obstante, a los 
contratos administrativos especiales a que se refiere la letra b) anterior les serán de aplicación, en primer 
término, sus normas específicas. 

 
1.2. Contratos Privados. 
Son los celebrados por una Administración Pública que tengan por objeto: 
• Servicios Financieros con número de referencia CPV de 66100000-1 a 66720000-3. 
• La creación e interpretación artística y literaria y los de espectáculos con número de referencia 

CPV de 79995000-5 a 79995200-7, y de 92000000-1 a 92700000-8, excepto 92230000-2, 
92231000-9 y 92232000-6. 

• La suscripción a revistas, publicaciones periódicas y bases de datos. 
• Cualesquiera otros contratos que celebren las Administraciones Públicas cuyo objeto sea distinto 

de los referidos en los apartados 1.1. y 1.2. 
Los contratos privados se regirán, en cuanto a su preparación y adjudicación, en defecto de normas 

específicas, por la LCSP y sus disposiciones de desarrollo, aplicándose supletoriamente las restantes 
normas de derecho administrativo o, en su caso, las normas de derecho privado, según corresponda por 
razón del sujeto o entidad contratante. En cuanto a sus efectos y extinción, estos contratos se regirán por 
el derecho privado. 

 
1.3. Contratos Mixtos. 
Se entenderá por contrato mixto aquel que contenga prestaciones correspondientes a otro u otros de 

distinta clase, es decir, que contengan las características de al menos dos de los contratos típicos. 
Cuando un contrato mixto comprenda prestaciones propias de dos o más contratos de obras, 

suministros o servicios se atenderá, en general, al carácter de la prestación principal. No obstante, solo 
podrán fusionarse prestaciones correspondientes a diferentes contratos en un contrato mixto cuando esas 
prestaciones se encuentren directamente vinculadas entre sí y mantengan relaciones de 
complementariedad que exijan su consideración y tratamiento como una unidad funcional dirigida a la 
satisfacción de una determinada necesidad o a la consecución de un fin institucional propio de la UPO. 

 
1.4. Contratos sujetos a regulación armonizada (Contratos SARA). 
Son los contratos administrativos que realice la UPO sujetos a las directivas comunitarias sobre 

contratos públicos. 
Los contratos SARA se distinguen por razón de su objeto, por la cuantía de su importe y por la 

Administración contratante (UPO). Así pues, son contratos sujetos a una regulación armonizada los 
contratos formalizados por la UPO cuyo valor estimado sea igual o superior a las cuantías que se indican 
a continuación: 

- Los contratos de obras, de concesión de obras y de concesión de servicios cuyo valor estimado sea 
igual o superior a 5.350.000 euros. 

- Los contratos de suministro cuyo valor estimado sea igual o superior a 214.000 euros. 
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- Los contratos de servicios cuyo valor estimado sea igual o superior a 214.000 euros. 
- Los contratos de servicios cuyo valor estimado sea igual o superior a 750.000 euros, cuando se 

trate de contratos que tengan por objeto los servicios sociales y otros servicios específicos 
enumerados en el anexo IV. 

Tendrán también la consideración de contratos sujetos a regulación armonizada los contratos de 
obras y los contratos de servicios definidos conforme a lo previsto en los artículos 13 y 17 de la LCSP, 
respectivamente, que sean subvencionados, de forma directa y en más de un 50 por 100 de su importe, por 
entidades que tengan la consideración de poderes adjudicadores. 

 
1.5. Contratos menores. 
Se consideran contratos menores los contratos de valor estimado inferior a 40.000 euros, cuando se 

trate de contratos de obras, o a 15.000 euros, cuando se trate de contratos de suministro o de servicios. 
Se han de utilizar sólo para cubrir necesidades puntuales, esporádicas, concretas, definidas y 

urgentes. 
En los contratos menores la tramitación del expediente exigirá el informe del órgano de 

contratación motivando la necesidad del contrato. Asimismo, se requerirá la aprobación del gasto y la 
incorporación al mismo de la factura correspondiente, que deberá reunir los requisitos que las normas de 
desarrollo de la LCSP establezcan. En cuanto a su duración, no podrán tener una duración superior a un 
año ni ser objeto de prórroga. 

En el contrato menor de obras, deberá añadirse, además, el presupuesto de las obras, sin perjuicio de 
que deba existir el correspondiente proyecto cuando normas específicas así lo requieran. Deberá 
igualmente solicitarse el informe de las oficinas o unidades de supervisión a que se refiere el artículo 235 
de la LCSP cuando el trabajo afecte a la estabilidad, seguridad o estanqueidad de la obra. 

En el expediente se justificará que no se está alterando el objeto del contrato para evitar la 
aplicación de las reglas generales de contratación y que el contratista no ha suscrito más contratos 
menores que individual o conjuntamente superen los límites anteriores de 40.000 € y 15.000 €, 
respectivamente. El órgano de contratación comprobará el cumplimiento de dicha regla. 

La publicación de la información relativa a los contratos menores deberá realizarse al menos 
trimestralmente en el perfil del contratante. El contenido de la información a publicar para este tipo de 
contratos será, al menos, su objeto, duración, el importe de adjudicación, incluido el Impuesto sobre el 
Valor Añadido, y la identidad del adjudicatario, ordenándose los contratos por la identidad del 
adjudicatario. 

Quedan exceptuados de la publicación a la que se refiere el párrafo anterior, aquellos contratos cuyo 
valor estimado fuera inferior a cinco mil euros, siempre que el sistema de pago utilizado por los poderes 
adjudicadores fuera el de anticipo de caja fija u otro sistema similar para realizar pagos menores. La 
presente excepción afecta sólo a la publicación descrita en el párrafo anterior, quedando inalterables los 
límites genéricos definidos en el primer párrafo de este epígrafe. 

Por último, los contratos menores podrán adjudicarse directamente a cualquier empresario con 
capacidad de obrar y que cuente con la habilitación profesional necesaria para realizar la prestación. 
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Capítulo II: Disposiciones Generales sobre la Contratación del Sector Público. 
 

2.1. Necesidad e idoneidad del Contrato. 
Las entidades del sector público no podrán celebrar otros contratos que aquellos que sean necesarios 

para el cumplimiento y realización de sus fines institucionales. 
 
2.2. Prórroga del Contrato. 
El contrato podrá prever una o varias prórrogas expresas (nunca tácitas) siempre que sus 

características permanezcan inalterables durante el período de duración de estas, sin perjuicio de las 
modificaciones que se puedan introducir. 

La prórroga se acordará por el órgano de contratación y será obligatoria para el empresario, siempre 
que su preaviso se produzca al menos con dos meses de antelación a la finalización del plazo de duración 
del contrato, salvo que en el pliego que rija el contrato se establezca uno mayor. Quedan exceptuados de 
la obligación de preaviso los contratos cuya duración fuera inferior a dos meses. 

 
2.3. Duración del Contrato. 
Los contratos de suministros y de servicios de prestación sucesiva tendrán un plazo máximo de 

duración de cinco años, incluyendo las posibles prórrogas. 
El contrato de servicios de mantenimiento que se concierte conjuntamente con el de la compra del 

bien a mantener, cuando dicho mantenimiento solo pueda ser prestado por razones de exclusividad por la 
empresa que suministró dicho bien, podrá tener como plazo de duración el de la vida útil del producto 
adquirido. 

No obstante lo establecido en los apartados anteriores, cuando al vencimiento de un contrato no se 
hubiera formalizado el nuevo contrato que garantice la continuidad de la prestación a realizar por el 
contratista como consecuencia de incidencias resultantes de acontecimientos imprevisibles para el órgano 
de contratación producidas en el procedimiento de adjudicación y existan razones de interés público para 
no interrumpir la prestación, se podrá prorrogar el contrato originario hasta que comience la ejecución del 
nuevo contrato y en todo caso por un periodo máximo de nueve meses, sin modificar las restantes 
condiciones del contrato, siempre que el anuncio de licitación del nuevo contrato se haya publicado con 
una antelación mínima de tres meses respecto de la fecha de finalización del contrato originario. 

La duración de los contratos de arrendamiento de bienes muebles no podrá exceder, incluyendo las 
posibles prórrogas, de cinco años. 

Los contratos de concesión de obras y de concesión de servicios tendrán un plazo de duración 
limitado, el cual se calculará en función de las obras y de los servicios que constituyan su objeto y se hará 
constar en el pliego de cláusulas administrativas particulares. 

Si la concesión de obras o de servicios sobrepasara el plazo de cinco años, la duración máxima de la 
misma no podrá exceder del tiempo que se calcule razonable para que el concesionario recupere las 
inversiones realizadas para la explotación de las obras o servicios, junto con un rendimiento sobre el 
capital invertido, teniendo en cuenta las inversiones necesarias para alcanzar los objetivos contractuales 
específicos. 

En cualquier caso, la duración de los contratos de concesión de obras o de concesión de servicios no 
podrá exceder, incluyendo las posibles prórrogas, de: 

a) Cuarenta años para los contratos de concesión de obras, y de concesión de servicios que 
comprendan la ejecución de obras y la explotación de servicio. 
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b) Veinticinco años en los contratos de concesión de servicios que comprendan la explotación de un 
servicio no relacionado con la prestación de servicios sanitarios. 

c) Diez años en los contratos de concesión de servicios que comprendan la explotación de un servicio 
cuyo objeto consista en la prestación de servicios sanitarios siempre que no estén comprendidos en la 
letra a). 

Los plazos fijados en los pliegos de condiciones solo podrán ser ampliados en un 15 por ciento de su 
duración inicial para restablecer el equilibrio económico del contrato en las circunstancias previstas en los 
artículos 270 y 290 de la LCSP. 

 
2.4. Contenido mínimo del contrato. 
Los documentos en los que se formalicen los contratos que celebren las entidades del sector 

público, salvo que ya se encuentren recogidas en los pliegos, deberán incluir, necesariamente, las 
siguientes menciones: 

a) La identificación de las partes. 
b) La acreditación de la capacidad de los firmantes para suscribir el contrato. 
c) Definición del objeto y tipo del contrato, teniendo en cuenta en la definición del objeto las 

consideraciones sociales, ambientales y de innovación. 
d) Referencia a la legislación aplicable al contrato, con expresa mención al sometimiento a la 

normativa nacional y de la Unión Europea en materia de protección de datos. 
e) La enumeración de los documentos que integran el contrato. 
f) El precio cierto, o el modo de determinarlo. 
g) La duración del contrato o las fechas estimadas para el comienzo de su ejecución y para su 

finalización, así como la de la prórroga o prórrogas, si estuviesen previstas. 
h) Las condiciones de recepción, entrega o admisión de las prestaciones. 
i) Las condiciones de pago. 
j) Los supuestos en que procede la modificación, en su caso. 
k) Los supuestos en que procede la resolución. 
l) El crédito presupuestario o el programa o rúbrica contable con cargo al que se abonará el precio, 

en su caso. 
m) La extensión objetiva y temporal del deber de confidencialidad que, en su caso, se imponga al 

contratista. 
n) La obligación de la empresa contratista de cumplir durante todo el periodo de ejecución de 

contrato las normas y condiciones fijadas en el convenio colectivo de aplicación. 
 
2.5. Condiciones especiales de ejecución del contrato de carácter social, ético, medioambiental 

o de otro orden. 
En lo que se refiere a las condiciones sociales y “éticas”, el art 202 de la LCSP prescribe que los 

órganos de contratación podrán establecer condiciones especiales en relación con la ejecución del 
contrato, siempre que estén vinculadas al objeto del contrato, en el sentido del artículo 145, no sean 
directa o indirectamente discriminatorias, sean compatibles con el derecho comunitario y se indiquen en 
el anuncio de licitación y en los pliegos. En todo caso, será obligatorio el establecimiento en el pliego de 
cláusulas administrativas particulares de al menos una de las condiciones especiales de ejecución de entre 
las que enumera el apartado siguiente. 

Asimismo en los pliegos correspondientes a los contratos cuya ejecución implique la cesión de 
datos por las entidades del sector público al contratista será obligatorio el establecimiento de una 
condición especial de ejecución que haga referencia a la obligación del contratista de someterse a la 
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normativa nacional y de la Unión Europea en materia de protección de datos, advirtiéndose además al 
contratista de que esta obligación tiene el carácter de obligación contractual esencial de conformidad con 
lo dispuesto en la letra f) del apartado 1 del artículo 211 de la LCSP. 

Estas condiciones de ejecución podrán referirse, en especial, a consideraciones económicas, 
relacionadas con la innovación, de tipo medioambiental o de tipo social. En particular, se podrán 
establecer, entre otras, consideraciones de tipo medioambiental que persigan: la reducción de las 
emisiones de gases de efecto invernadero, contribuyéndose así a dar cumplimiento al objetivo que 
establece el artículo 88 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible; el mantenimiento o 
mejora de los valores medioambientales que puedan verse afectados por la ejecución del contrato; una 
gestión más sostenible del agua; el fomento del uso de las energías renovables; la promoción del reciclado 
de productos y el uso de envases reutilizables; o el impulso de la entrega de productos a granel y la 
producción ecológica. Las consideraciones de tipo social o relativas al empleo, podrán introducirse, entre 
otras, con alguna de las siguientes finalidades: hacer efectivos los derechos reconocidos en la Convención 
de las Naciones Unidas sobre los derechos de las personas con discapacidad; contratar un número de 
personas con discapacidad superior al que exige la legislación nacional; promover el empleo de personas 
con especiales dificultades de inserción en el mercado laboral, en particular de las personas con 
discapacidad o en situación o riesgo de exclusión social a través de Empresas de Inserción; eliminar las 
desigualdades entre el hombre y la mujer en dicho mercado, favoreciendo la aplicación de medidas que 
fomenten la igualdad entre mujeres y hombres en el trabajo; favorecer la mayor participación de la mujer 
en el mercado laboral y la conciliación del trabajo y la vida familiar; combatir el paro, en particular el 
juvenil, el que afecta a las mujeres y el de larga duración; favorecer la formación en el lugar de trabajo; 
garantizar la seguridad y la protección de la salud en el lugar de trabajo y el cumplimiento de los 
convenios colectivos sectoriales y territoriales aplicables; medidas para prevenir la siniestralidad laboral; 
otras finalidades que se establezcan con referencia a la estrategia coordinada para el empleo, definida en 
el artículo 145 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea; o garantizar el respeto a los derechos 
laborales básicos a lo largo de la cadena de producción mediante la exigencia del cumplimiento de las 
Convenciones fundamentales de la Organización Internacional del Trabajo, incluidas aquellas 
consideraciones que busquen favorecer a los pequeños productores de países en desarrollo, con los que se 
mantienen relaciones comerciales que les son favorables tales como el pago de un precio mínimo y una 
prima a los productores o una mayor transparencia y trazabilidad de toda la cadena comercial. 

Los pliegos podrán establecer penalidades, conforme a lo previsto en el apartado 1 del artículo 192, 
para el caso de incumplimiento de estas condiciones especiales de ejecución, o atribuirles el carácter de 
obligaciones contractuales esenciales a los efectos señalados en la letra f) del artículo 211. Cuando el 
incumplimiento de estas condiciones no se tipifique como causa de resolución del contrato, el mismo 
podrá ser considerado en los pliegos, en los términos que se establezcan reglamentariamente, como 
infracción grave a los efectos establecidos en la letra c) del apartado 2 del artículo 71. 

 
2.6. Cláusulas Administrativas Generales y Particulares. 
Los Pliegos son los documentos estructurados que recogen las condiciones de adjudicación del 

contrato y el contenido obligacional del mismo (derechos y obligaciones de las partes y características de 
la prestación); contienen, por tanto, las estipulaciones de carácter jurídico, económico y administrativo, 
referidas tanto a los derechos y obligaciones derivados del contrato como al procedimiento para su 
adjudicación, precisando y completando la regulación legal y constituyendo las bases de la licitación. 

Los Pliegos de cláusulas administrativas generales son las disposiciones que contienen las 
declaraciones jurídicas, económicas y administrativas válidas para todos los contratos de objeto análogo 
aprobados por el Consejo de Ministros, o por los órganos competentes de Comunidades Autónomas y 
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Entidades Locales, para que puedan servir de modelo en la elaboración de los pliegos de cláusulas 
administrativas particulares. 

Los Pliegos de cláusulas administrativas particulares deberán ser aprobados por el órgano de 
contratación de la UPO, previamente a la autorización del gasto o conjuntamente con ella, y siempre antes 
de la licitación del contrato, o de no existir esta, antes de su adjudicación, y solo podrán ser modificados 
con posterioridad por error material, de hecho o aritmético. En otro caso, la modificación del pliego 
conllevará la retroacción de actuaciones. 

 
2.7. Prescripciones Técnicas. 
Pliegos de prescripciones técnicas son aprobados por el órgano de contratación antes de la licitación 

o adjudicación del contrato y especificarán los requisitos técnicos que habrá de reunir la prestación objeto 
del contrato. 

 
2.8. Órgano de Contratación. 
La representación de las entidades del sector público en materia contractual corresponde a los 

órganos de contratación, unipersonales o colegiados que, en virtud de norma legal o reglamentaria o 
disposición estatutaria, tengan atribuida la facultad de celebrar contratos en su nombre. 

En la UPO dicha facultad está atribuida al Rector, según dispone el Decreto de la Consejería de 
Economía, Innovación y Ciencia nº 265/2011, de 2 de agosto, por el que se aprueba la modificación de 
los Estatutos de la Universidad Pablo de Olavide, de Sevilla, aprobados por Decreto 298/2003, de 21 de 
octubre, que establece las competencias específicas del Rector de la UPO en su artículo 32 y en su 
apartado 1.n dice concretamente: “Suscribir, formalizar o autorizar la celebración de contratos y 
convenios en nombre de la Universidad, de sus Centros, Departamentos, Institutos y profesores.” 

Asimismo, el artículo 208.4 de los citados Estatutos también establece que: “… el Rector estará 
asistido de una mesa de contratación, constituida conforme a la legislación aplicable.” 

 
2.9. Responsable del Contrato. 
Con independencia de la unidad encargada del seguimiento y ejecución ordinaria del contrato que 

figure en los pliegos, los órganos de contratación deberán designar un responsable del contrato al que 
corresponderá supervisar su ejecución y adoptar las decisiones y dictar las instrucciones necesarias con el 
fin de asegurar la correcta realización de la prestación pactada, dentro del ámbito de facultades que 
aquellos le atribuyan. El responsable del contrato podrá ser una persona física o jurídica, vinculada a la 
entidad contratante o ajena a él. 

 
2.10. Perfil de contratante. 
Los órganos de contratación difundirán exclusivamente a través de Internet su perfil de contratante, 

como elemento que agrupa la información y documentos relativos a su actividad contractual al objeto de 
asegurar la transparencia y el acceso público a los mismos. La forma de acceso al perfil de contratante 
deberá hacerse constar en los pliegos y documentos equivalentes, así como en los anuncios de licitación 
en todos los casos. La difusión del perfil de contratante no obstará la utilización de otros medios de 
publicidad adicionales en los casos en que así se establezca. 

 
2.11 Capacidad del empresario. 
Solo podrán contratar con el sector público las personas naturales o jurídicas, españolas o 

extranjeras, que tengan plena capacidad de obrar, no estén incursas en alguna prohibición de contratar, y 
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acrediten su solvencia económica y financiera y técnica o profesional o, en los casos en que así lo exija la 
LCSP, se encuentren debidamente clasificadas. 

Los contratistas deberán contar, asimismo, con la habilitación empresarial o profesional que, en su 
caso, sea exigible para la realización de las prestaciones que constituyan el objeto del contrato. 

Las personas jurídicas solo podrán ser adjudicatarias de contratos cuyas prestaciones estén 
comprendidas dentro de los fines, objeto o ámbito de actividad que, a tenor de sus estatutos o reglas 
fundacionales, les sean propios. 

 
2.12. Clasificación y Solvencia. 
La solvencia requerida a los contratistas tendrá un doble carácter en las vertientes técnica y 

económico-financiera. 
En cuanto a la solvencia técnica se mantiene la necesidad de clasificación en los siguientes 

aspectos: 
Para los contratos de obras cuyo valor estimado sea igual o superior a 500.000 euros será requisito 

indispensable que el empresario se encuentre debidamente clasificado como contratista de obras de los 
poderes adjudicadores. Para dichos contratos, la clasificación del empresario en el grupo o subgrupo que 
en función del objeto del contrato corresponda, con categoría igual o superior a la exigida para el 
contrato, acreditará sus condiciones de solvencia para contratar. 

Para los contratos de obras cuyo valor estimado sea inferior a 500.000 euros la clasificación del 
empresario en el grupo o subgrupo que en función del objeto del contrato corresponda, y que será 
recogido en los pliegos del contrato, acreditará su solvencia económica y financiera y solvencia técnica 
para contratar. En tales casos, el empresario podrá acreditar su solvencia indistintamente mediante su 
clasificación como contratista de obras en el grupo o subgrupo de clasificación correspondiente al 
contrato o bien acreditando el cumplimiento de los requisitos específicos de solvencia exigidos en el 
anuncio de licitación o en la invitación a participar en el procedimiento y detallados en los pliegos del 
contrato. 

Si los pliegos no concretaran los requisitos de solvencia económica y financiera o los requisitos de 
solvencia técnica o profesional, la acreditación de la solvencia se efectuará conforme a los criterios, 
requisitos y medios recogidos en el segundo inciso del apartado 3 del artículo 87, que tendrán carácter 
supletorio de lo que al respecto de los mismos haya sido omitido o no concretado en los pliegos. 

La solvencia económico-financiera se exigirá y acreditará por alguna de estas cuatro posibilidades: 
Volumen anual de negocios, o bien volumen anual de negocios en el ámbito al que se refiera el 

contrato, referido al mejor ejercicio dentro de los tres últimos disponibles en función de las fechas de 
constitución o de inicio de actividades del empresario y de presentación de las ofertas por importe igual o 
superior al exigido en el anuncio de licitación o en la invitación a participar en el procedimiento y en los 
pliegos del contrato o, en su defecto, al establecido reglamentariamente. El volumen de negocios mínimo 
anual exigido no excederá de una vez y media el valor estimado del contrato, excepto en casos 
debidamente justificados como los relacionados con los riesgos especiales vinculados a la naturaleza de 
las obras, los servicios o los suministros. Cuando un contrato se divida en lotes, el presente criterio se 
aplicará en relación con cada uno de los lotes. No obstante, el órgano de contratación podrá establecer el 
volumen de negocios mínimo anual exigido a los licitadores por referencia a grupos de lotes en caso de 
que al adjudicatario se le adjudiquen varios lotes que deban ejecutarse al mismo tiempo. 

En los casos en que resulte apropiado, justificante de la existencia de un seguro de responsabilidad 
civil por riesgos profesionales por importe igual o superior al exigido en el anuncio de licitación o en la 
invitación a participar en el procedimiento y en los pliegos del contrato o, en su defecto, al establecido 
reglamentariamente. 
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Patrimonio neto, o bien ratio entre activos y pasivos, al cierre del último ejercicio económico para el 
que esté vencida la obligación de aprobación de cuentas anuales por importe igual o superior al exigido en 
el anuncio de licitación o en la invitación a participar en el procedimiento y en los pliegos del contrato o, 
en su defecto, al establecido reglamentariamente. La ratio entre activo y pasivo podrá tenerse en cuenta si 
el poder adjudicador especifica en los pliegos de la contratación los métodos y criterios que se utilizarán 
para valorar este dato. Estos métodos y criterios deberán ser transparentes, objetivos y no 
discriminatorios. 

Para los contratos de concesión de obras y de servicios, o para aquellos otros que incluyan en su 
objeto inversiones relevantes que deban ser financiadas por el contratista, el órgano de contratación podrá 
establecer medios de acreditación de la solvencia económica y financiera alternativos a los anteriores, 
siempre que aseguren la capacidad. 

La justificación de la solvencia se efectuará mediante la aportación de los certificados y documentos 
que para cada caso se determine a través del desarrollo reglamentario de la LCSP, entre los siguientes: 
certificación bancaria, póliza o certificado de seguro por riesgos profesionales, cuentas anuales y 
declaración del empresario indicando el volumen de negocios global de la empresa. En todo caso, la 
inscripción en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público acreditará 
frente a todos los órganos de contratación del sector público, a tenor de lo en él reflejado y salvo prueba 
en contrario, las condiciones de solvencia económica y financiera del empresario. 

Para los contratos no sujetos al requisito de clasificación, cuando los pliegos no concreten los 
criterios y requisitos mínimos para su acreditación los licitadores o candidatos que no dispongan de la 
clasificación que en su caso corresponda al contrato acreditarán su solvencia económica y financiera con 
los siguientes criterios, requisitos mínimos y medios de acreditación: 

El criterio para la acreditación de la solvencia económica y financiera será el volumen anual de 
negocios del licitador o candidato, que referido al año de mayor volumen de negocio de los tres últimos 
concluidos deberá ser al menos una vez y media el valor estimado del contrato cuando su duración no sea 
superior a un año, y al menos una vez y media el valor anual medio del contrato si su duración es superior 
a un año. El volumen anual de negocios del licitador o candidato se acreditará por medio de sus cuentas 
anuales aprobadas y depositadas en el Registro Mercantil, si el empresario estuviera inscrito en dicho 
registro, y en caso contrario por las depositadas en el registro oficial en que deba estar inscrito. Los 
empresarios individuales no inscritos en el Registro Mercantil acreditarán su volumen anual de negocios 
mediante sus libros de inventarios y cuentas anuales legalizados por el Registro Mercantil. 

En los contratos cuyo objeto consista en servicios profesionales, en lugar del volumen anual de 
negocio, la solvencia económica y financiera se podrá acreditar mediante la disposición de un seguro de 
indemnización por riesgos profesionales, vigente hasta el fin del plazo de presentación de ofertas, por 
importe no inferior al valor estimado del contrato, aportando además el compromiso de su renovación o 
prórroga que garantice el mantenimiento de su cobertura durante toda la ejecución del contrato. Este 
requisito se entenderá cumplido por el licitador o candidato que incluya con su oferta un compromiso 
vinculante de suscripción, en caso de resultar adjudicatario, del seguro exigido, compromiso que deberá 
hacer efectivo dentro del plazo de diez días hábiles al que se refiere el apartado 2 del artículo 150 de la 
LCSP. La acreditación de este requisito se efectuará por medio de certificado expedido por el asegurador, 
en el que consten los importes y riesgos asegurados y la fecha de vencimiento del seguro, y mediante el 
documento de compromiso vinculante de suscripción, prórroga o renovación del seguro, en los casos en 
que proceda. 
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Capítulo III: Procedimientos. 
 

La adjudicación de los contratos administrativos se realizará, ordinariamente, utilizando el 
procedimiento abierto o el procedimiento restringido. No obstante, en determinados supuestos podrá 
seguirse el “procedimiento negociado sin publicidad”, el “diálogo  competitivo”, la “licitación con 
negociación” o el “procedimiento de asociación para la innovación”. 

 
3.1. Procedimiento Abierto. 
En el procedimiento abierto todo empresario interesado podrá presentar una proposición, quedando 

excluida toda negociación de los términos del contrato con los licitadores. 
En los procedimientos abiertos de adjudicación de contratos sujetos a regulación armonizada, el 

plazo de presentación de proposiciones no será inferior a treinta y cinco días, para los contratos de obras, 
suministros y servicios, y a treinta días para las concesiones de obras y servicios, contados desde la fecha 
de envío del anuncio de licitación a la Oficina de Publicaciones de la Unión Europea. 

Respecto de la obligación de publicar previamente en el «Diario Oficial de la Unión Europea» en 
los procedimientos abiertos, la publicación del anuncio de licitación en el perfil de contratante deberá 
hacerse, en todo caso, con una antelación mínima equivalente al plazo fijado para la presentación de las 
proposiciones en el apartado siguiente. 

En los contratos de las Administraciones Públicas que no estén sujetos a regulación armonizada, el 
plazo de presentación de proposiciones no será inferior a quince días, contados desde el día siguiente al 
de la publicación del anuncio de licitación del contrato en el perfil de contratante. En los contratos de 
obras y de concesión de obras y concesión de servicios, el plazo será, como mínimo, de veintiséis días. 

 
3.2. Procedimiento abierto simplificado. 
Los órganos de contratación podrán acordar la utilización de un procedimiento abierto simplificado 

en los contratos de obras, suministro y servicios cuando se cumplan las dos condiciones siguientes: 
a) Que su valor estimado sea igual o inferior a 2.000.000 de euros en el caso de contratos de obras, 

y en el caso de contratos de suministro y de servicios, que su valor estimado sea igual o inferior a las 
cantidades establecidas en los artículos 21.1, letra a) y 22.1, letra a) de esta Ley, respectivamente, o a sus 
correspondientes actualizaciones (en la actualidad, 214.000 euros). 

b) Que entre los criterios de adjudicación previstos en el pliego no haya ninguno evaluable 
mediante juicio de valor o, de haberlos, su ponderación no supere el veinticinco por ciento del total, salvo 
en el caso de que el contrato tenga por objeto prestaciones de carácter intelectual, como los servicios de 
ingeniería y arquitectura, en que su ponderación no podrá superar el cuarenta y cinco por ciento del total. 

El anuncio de licitación del contrato únicamente precisará de publicación en el perfil de contratante 
del órgano de contratación. Toda la documentación necesaria para la presentación de la oferta tiene que 
estar disponible por medios electrónicos desde el día de la publicación del anuncio en dicho perfil de 
contratante. 

El plazo para la presentación de proposiciones no podrá ser inferior a quince días a contar desde el 
siguiente a la publicación en el perfil de contratante del anuncio de licitación. En los contratos de obras el 
plazo será como mínimo de veinte días. 

La tramitación del procedimiento se ajustará a las siguientes especialidades: 
a) Todos los licitadores que se presenten a licitaciones realizadas a través de este procedimiento 

simplificado deberán estar inscritos en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del 
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Sector Público o en el Registro Oficial de la correspondiente Comunidad Autónoma, en la fecha final de 
presentación de ofertas siempre que no se vea limitada la concurrencia. 

b) No procederá la constitución de garantía provisional por parte de los licitadores. 
c) Las proposiciones deberán presentarse necesaria y únicamente en el registro indicado en el 

anuncio de licitación. 
La presentación de la oferta exigirá la declaración responsable del firmante respecto a ostentar la 

representación de la sociedad que presenta la oferta; a contar con la adecuada solvencia económica, 
financiera y técnica o, en su caso, la clasificación correspondiente; a contar con las autorizaciones 
necesarias para ejercer la actividad; a no estar incurso en prohibición de contratar alguna; y se 
pronunciará sobre la existencia del compromiso a que se refiere el artículo 75.2. A tales efectos, el 
modelo de oferta que figure como anexo al pliego recogerá esa declaración responsable. 

Adicionalmente, en el caso de que la empresa fuera extranjera, la declaración responsable incluirá el 
sometimiento al fuero español. 

En el supuesto de que la oferta se presentara por una unión temporal de empresarios, deberá 
acompañar a aquella el compromiso de constitución de la unión. 

d) La oferta se presentará en un único sobre en los supuestos en que en el procedimiento no se 
contemplen criterios de adjudicación cuya cuantificación dependa de un juicio de valor. En caso 
contrario, la oferta se presentará en dos sobres. 

e) En los supuestos en que en el procedimiento se contemplen criterios de adjudicación cuya 
cuantificación dependa de un juicio de valor, la valoración de las proposiciones se hará por los servicios 
técnicos del órgano de contratación en un plazo no superior a siete días, debiendo ser suscritas por el 
técnico o técnicos que realicen la valoración. 

f) En todo caso, la valoración a la que se refiere la letra anterior deberá estar efectuada con 
anterioridad a la apertura del sobre o archivo electrónico que contenga la oferta evaluable a través de 
criterios cuantificables mediante la mera aplicación de fórmulas. 

Tras la apertura del sobre o archivo electrónico y en la misma sesión la mesa procederá a: 
    1.º Previa exclusión, en su caso, de las ofertas que no cumplan los requerimientos del pliego, 

evaluar y clasificar las ofertas. 
    2.º Realizar la propuesta de adjudicación a favor del candidato con mejor puntuación. 
    3.º Comprobar en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas que la empresa está 

debidamente constituida, el firmante de la proposición tiene poder bastante para formular la oferta, 
ostenta la solvencia económica, financiera y técnica o, en su caso la clasificación correspondiente y no 
está incursa en ninguna prohibición para contratar. 

    4.º Requerir a la empresa que ha obtenido la mejor puntuación mediante comunicación 
electrónica para que constituya la garantía definitiva, así como para que aporte el compromiso al que se 
refiere el artículo 75.2 y la documentación justificativa de que dispone efectivamente de los medios que 
se hubiese comprometido a dedicar o adscribir a la ejecución del contrato conforme al artículo 76.2; y 
todo ello en el plazo de siete días hábiles a contar desde el envío de la comunicación. 

En el caso de que la oferta del licitador que haya obtenido la mejor puntuación se presuma que es 
anormalmente baja por darse los supuestos previstos en el artículo 149, la mesa, realizadas las actuaciones 
recogidas en los puntos 1.º y 2.º anteriores, seguirá el procedimiento previsto en el citado artículo, si bien 
el plazo máximo para que justifique su oferta el licitador no podrá superar los cinco días hábiles desde el 
envío de la correspondiente comunicación. 

Presentada la garantía definitiva y, en los casos en que resulte preceptiva, previa fiscalización del 
compromiso del gasto por la Intervención en los términos previstos en la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, en un plazo no superior a cinco días se procederá a adjudicar el 
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contrato a favor del licitador propuesto como adjudicatario, procediéndose, una vez adjudicado el mismo, 
a su formalización. 

En caso de que en el plazo otorgado al efecto el candidato propuesto como adjudicatario no presente 
la garantía definitiva, se efectuará propuesta de adjudicación a favor del siguiente candidato en 
puntuación, otorgándole el correspondiente plazo para constituir la citada garantía definitiva. 

En el supuesto de que el empresario tenga que presentar cualquier otra documentación que no esté 
inscrita en el Registro de Licitadores, la misma se tendrá que aportar en el plazo de siete días hábiles 
establecido para presentar la garantía definitiva. 

g) En los casos en que a la licitación se presenten empresarios extranjeros de un Estado miembro de 
la Unión Europea o signatario del Espacio Económico Europeo, la acreditación de su capacidad, 
solvencia y ausencia de prohibiciones se podrá realizar bien mediante consulta en la correspondiente lista 
oficial de operadores económicos autorizados de un Estado miembro, bien mediante la aportación de la 
documentación acreditativa de los citados extremos, que deberá presentar, en este último caso, en el plazo 
concedido para la presentación de la garantía definitiva. 

h) En lo no previsto en este apartado, se observarán las normas generales aplicables al 
procedimiento abierto. 

 
3.3. Procedimiento abierto simplificado “sumarísimo o super-simplificado”. 
En contratos de obras de valor estimado inferior a 80.000 euros, y en contratos de suministros y de 

servicios de valor estimado inferior a 60.000 euros, excepto los que tengan por objeto prestaciones de 
carácter intelectual a los que no será de aplicación este apartado, el procedimiento abierto simplificado 
podrá seguir la siguiente tramitación: 

a) El plazo para la presentación de proposiciones no podrá ser inferior a diez días hábiles, a contar 
desde el siguiente a la publicación del anuncio de licitación en el perfil de contratante. No obstante lo 
anterior, cuando se trate de compras corrientes de bienes disponibles en el mercado, el plazo será de 5 
días hábiles. 

b) Se eximirá a los licitadores de la acreditación de la solvencia económica y financiera y técnica o 
profesional. 

c) La oferta se entregará en un único sobre o archivo electrónico y se evaluará, en todo caso, con 
arreglo a criterios de adjudicación cuantificables mediante la mera aplicación de fórmulas establecidas en 
los pliegos. 

d) La valoración de las ofertas se podrá efectuar automáticamente mediante dispositivos 
informáticos o con la colaboración de una unidad técnica que auxilie al órgano de contratación. 

Se garantizará, mediante un dispositivo electrónico, que la apertura de las proposiciones no se 
realiza hasta que haya finalizado el plazo para su presentación, por lo que no se celebrará acto público de 
apertura de las mismas. 

e) Las ofertas presentadas y la documentación relativa a la valoración de las mismas serán 
accesibles de forma abierta por medios informáticos sin restricción alguna desde el momento en que se 
notifique la adjudicación del contrato. 

f) No se requerirá la constitución de garantía definitiva. 
g) La formalización del contrato podrá efectuarse mediante la firma de aceptación por el contratista 

de la resolución de adjudicación. 
En todo lo no previsto en este apartado, se aplicará la regulación general del procedimiento abierto 

simplificado anterior. 
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 OBRAS SERVICIOS / SUMINISTROS 

Modalidad Simplificado Super-Simplificado Simplificado Super-Simplificado 

Valor Estimado ≤ 2.000.000 € < 80.000 € ≤ 214.000 € < 60.000 € 

Mínimo de Licitación 20 días 10 días 15 días 
10 días 

5 días (Bienes 
corrientes). 

Criterios evaluables 
mediante fórmulas 75% mínimo 100% 

75% mínimo 
- servicios de tipo 

intelectual  45% 
mínimo 

100 % 

Criterios evaluables 
con juicios de valor 25% máximo ----- 

25% máximo 
- servicios de tipo 

intelectual  55% 
máximo 

----- 

 
 

3.4. Procedimiento Restringido. 
En el procedimiento restringido cualquier empresa interesada podrá presentar una solicitud de 

participación en respuesta a una convocatoria de licitación, es decir, sólo podrán presentar proposiciones 
aquellos empresarios que, a su solicitud y en atención a su solvencia, sean seleccionados por el órgano de 
contratación. 

En este procedimiento estará prohibida toda negociación de los términos del contrato con los 
solicitantes o candidatos. 

 
3.5. Procedimientos con Negociación. 
En estos procedimientos la adjudicación recaerá en el licitador justificadamente elegido por el 

órgano de contratación, tras negociar las condiciones del contrato con uno o varios candidatos. 
Los procedimientos con negociación podrán utilizarse sólo en los casos enumerados en los artículos 

167 y 168 de la LCSP y, salvo que se dieran las circunstancias excepcionales que recoge el artículo 168, 
los órganos de contratación deberán publicar un anuncio de licitación. 

No obstante, los órganos de contratación podrán adjudicar contratos utilizando el procedimiento 
negociado sin la previa publicación de un anuncio de licitación únicamente en los siguientes casos: 

En los contratos de obras, suministros, servicios, concesión de obras y concesión de servicios, en 
los casos en que: 

1.º No se haya presentado ninguna oferta; ninguna oferta adecuada; ninguna solicitud de 
participación; o ninguna solicitud de participación adecuada en respuesta a un procedimiento 
abierto o a un procedimiento restringido, siempre que las condiciones iniciales del contrato no se 
modifiquen sustancialmente, sin que en ningún caso se pueda incrementar el presupuesto base de 
licitación ni modificar el sistema de retribución, y que se envíe un informe a la Comisión 
Europea cuando esta así lo solicite. 

2.º Cuando las obras, los suministros o los servicios solo puedan ser encomendados a un empresario 
determinado, por alguna de las siguientes razones: que el contrato tenga por objeto la creación o 
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adquisición de una obra de arte o representación artística única no integrante del Patrimonio 
Histórico Español; que no exista competencia por razones técnicas; o que proceda la protección 
de derechos exclusivos, incluidos los derechos de propiedad intelectual e industrial. 

3.º Cuando el contrato haya sido declarado secreto o reservado. 
 
3.6. Diálogo Competitivo. 
La “mesa especial de diálogo competitivo”, creada al efecto, dirige un diálogo con los candidatos 

seleccionados, previa solicitud de los mismos, a fin de desarrollar una o varias soluciones susceptibles de 
satisfacer sus necesidades y que servirán de base para que los candidatos elegidos presenten una oferta. 

Cualquier empresa interesada podrá presentar una solicitud de participación en respuesta a un 
anuncio de licitación, proporcionando la información y documentación para la selección cualitativa que 
haya solicitado el órgano de contratación. 

El procedimiento de diálogo competitivo podrá utilizarse en los siguientes casos: 
a) Cuando para dar satisfacción a las necesidades del órgano de contratación resulte imprescindible 

que la prestación, tal y como se encuentra disponible en el mercado, sea objeto de un trabajo previo de 
diseño o de adaptación por parte de los licitadores. 

b) Cuando la prestación objeto del contrato incluya un proyecto o soluciones innovadoras. 
c) Cuando el contrato no pueda adjudicarse sin negociaciones previas debido a circunstancias 

específicas. 
d) Cuando el órgano de contratación no pueda establecer con la suficiente precisión las 

especificaciones técnicas. 
e) Cuando en los procedimientos abiertos o restringidos seguidos previamente solo se hubieren 

presentado ofertas irregulares o inaceptables. 
f) Cuando se trate de contratos de servicios sociales personalísimos. 
 
3.7. Procedimiento de asociación para la innovación. 
Es un procedimiento previsto para aquellos casos en que resulte necesario realizar actividades de 

investigación y desarrollo respecto de obras, servicios y productos innovadores, para su posterior 
adquisición por la Administración. Se trata, por tanto, de supuestos en que las soluciones disponibles en 
el mercado no satisfagan las necesidades del órgano de contratación. 

Así, tras una convocatoria de licitación, cualquier empresario puede formular una solicitud de 
participación, tras lo cual, los candidatos que resulten seleccionados podrán formular ofertas, 
convirtiéndose así en licitadores, en el marco de un proceso de negociación. Éste podrá desarrollarse en 
fases sucesivas, y culminará con la creación de la asociación para la innovación. Esta asociación para la 
innovación se estructurará a su vez en fases sucesivas, pero ya no tendrá lugar entre el órgano de 
contratación y los licitadores, sino entre aquél y uno o más socios; y generalmente culminará con la 
adquisición de los suministros, servicios u obras resultantes. 
 

3.8. Concursos de Proyectos. 
Procedimientos encaminados a la obtención de planos o proyectos, principalmente en los campos de 

la arquitectura, el urbanismo, la ingeniería y el procesamiento de datos, a través de una selección que, tras 
la correspondiente licitación, se encomienda a un jurado. 
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Capítulo IV: Sistemas para la racionalización de la contratación de las Administraciones Públicas. 
 

Las Administraciones Públicas podrán concluir acuerdos marco, articular sistemas dinámicos, o 
centralizar la contratación de obras, servicios y suministros en servicios especializados, Para racionalizar 
y ordenar la adjudicación de contratos. 

 
4.1. Acuerdos marco. 
Un acuerdo marco es la forma de racionalización técnica de la contratación consistente en 

preestablecer una serie de condiciones o términos que serán comunes a todos los contratos basados en ese 
acuerdo marco. 

Una vez celebrado un acuerdo marco, los centros proponentes de la UPO que requieran servicios o 
suministros seleccionarán, dentro del catálogo o mediante una nueva licitación, la empresa participante en 
el acuerdo marco cuyos servicios o productos puedan satisfacer sus necesidades de la mejor forma 
posible. 

A estos efectos, se gestionará la adjudicación del contrato basado correspondiente. 
De acuerdo con la LCSP, para adjudicar los contratos basados en un acuerdo marco, cuando no 

todos los términos estén fijados, es necesario convocar a las partes a una nueva licitación. Asimismo, 
podrá acudirse a una nueva licitación cuando así se haya previsto en el acuerdo marco y las circunstancias 
concretas de la adquisición así lo aconsejen. 

En aquellos acuerdos marco con segunda licitación obligatoria, los contratos basados cuyo objeto 
esté sujeto a regulación armonizada, será obligatorio pedir oferta a todas las empresas adjudicatarias de 
los servicios o suministros solicitados, mientras que en el resto de los casos podrá pedirse oferta a un 
mínimo de tres de las empresas adjudicatarias siempre que se justifique este extremo en el expediente. 

Los criterios para la valoración de las ofertas en esta licitación se seleccionan por parte de los 
órganos u organismos de entre los indicados en los pliegos del acuerdo marco y tienen que indicarse en lo 
que se denomina documento de licitación. 

Una vez valoradas las ofertas, se adjudicará el contrato basado al licitador que haya presentado la 
oferta más adecuada a sus necesidades y de acuerdo con los criterios establecidos en su documento de 
licitación. 

 
4.2. Sistemas dinámicos de adquisición. 
Es un proceso de adquisición de obras, suministros y servicios enteramente electrónico para 

compras de uso corriente, cuyas características generalmente disponibles en el mercado satisfacen las 
necesidades del poder adjudicador, limitado en el tiempo y abierto durante toda su duración a cualquier 
operador económico que cumpla los criterios de selección y haya presentado una oferta indicativa que se 
ajuste al pliego de condiciones. Su objetivo son las compras repetitivas no diferenciadas. 

Tiene dos grandes fases: 
1ª. La administración genera un “catálogo de proveedores” que han aprobado los requisitos de 

selección establecidos en los pliegos de cláusulas administrativas y en los pliegos de 
prescripciones técnicas, y han enviado  sus ofertas indicativas. El objetivo de esta fase es 
seleccionar y organizar a los proveedores capaces de suministrar el bien o servicio definido 
(catálogo de proveedores del sistema dinámico de contratación). 
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2ª. La compra, que es la fase petición de ofertas finales. En esta fase se recomienda utilizar como 
método de adjudicación la subasta electrónica, donde la evaluación de las ofertas se hace de 
forma automática. El objetivo de esta fase es realizar contrataciones muy ágiles en un entorno 
de competencia perfecta, ofreciendo información del proceso (trasparencia) y permitiendo la 
realimentación y mejora de las ofertas en sucesivas compras. 

 
4.3. Centrales de contratación. 
Las entidades del sector público podrán centralizar la contratación de obras, servicios y suministros, 

atribuyéndola a servicios especializados. 
Las centrales de contratación actuarán adquiriendo suministros y servicios para otros entes del 

sector público, o adjudicando contratos o celebrando acuerdos marco y sistemas dinámicos de adquisición 
para la realización de obras, suministros o servicios destinados a los mismos. 

Una Central de contratación es un poder adjudicador que adquiere suministros y/o servicios 
destinados a (otros) poderes adjudicadores, o adjudica contratos públicos o celebra acuerdos marco de 
obras, suministro o servicios destinados a poderes adjudicadores. Todas las entidades del sector público 
pueden centralizar la contratación de obras, servicios y suministros, a través de servicios especializados, a 
los que llamamos centrales de contratación o centrales de compras. 
 
 
 
 
 
 

 


	En la UPO dicha facultad está atribuida al Rector, según dispone el Decreto de la Consejería de Economía, Innovación y Ciencia nº 265/2011, de 2 de agosto, por el que se aprueba la modificación de los Estatutos de la Universidad Pablo de Olavide, de S...

